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           PEREIRA – RISARALDA

            SALA CIVIL – FAMILIA


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL – FAMILIA

Magistrado Ponente:

Fernán Camilo Valencia López



   Pereira, veintidós de septiembre de dos mil nueve


   Acta  Nº 488.
Resuelve la Sala a continuación la impugnación formulada por la parte demandante, contra el fallo proferido el 31 de julio pasado por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito en esta acción de tutela que promovió Héctor Fabio Maya Cruz en contra del Juzgado Octavo Civil Municipal, el Centro de Conciliación de la Cámara de Comercio y la Inspección 18 Civil Municipal, y a la que se vincularon Diego Arroyave Peláez y Wilmar Velásquez Gómez.

ANTECEDENTES

Según da cuenta el demandante la vía de hecho que alega tuvo suceso en la actuación que por comisión del Juzgado Octavo Civil Municipal realizó la Inspección 18 Civil Municipal, consistente, de conformidad con el artículo 338 del Código de Procedimiento Civil, en “la entrega del inmueble ubicado en la Kra (sic) 1 No 13 A 43 de la ciudad de Pereira identificado con la matricula inmobiliaria N° 290-16999 de la oficina de registro e (sic) instrumentos públicos  de la ciudad, ficha catastral 01-04-092-000-0001” y que debía “ser de restitución promovido por DIEGO ARROYAVE PELÁEZ, contra WILMAR VELÁSQUEZ GÓMEZ, concertados para celebrar contrato de arrendamiento ficticio”, predio sobre el que ostentaba “de manera pacifica, pública e interrumpida (sic) la posesión de que trata el Art 762 del Código Civil desde hace mas (sic) de veinte años, y lo explotaba comercialmente, como quiera que allí funcionaba taller de ornamentación de mi propiedad” e incluso había iniciado ya proceso de pertenencia, en la que según dice el demandante la señora Inspectora no hizo caso a la advertencia suya de no conocer a las partes del contrato de arrendamiento, haberle expuesto que se había iniciado demanda de pertenencia; omitió la práctica de pruebas y denegó los recursos de reposición y apelación “sin que de ello quedara registro”. Discurre además el señor Maya Cruz que le correspondía a la comisionada “tratar de buscar la verdad real y suspender la diligencia practicando antes algunas pruebas tendientes a establecerla, si bien se le había dicho que su actuación se originaba en un fraude procesal y existía falsedad material e ideológica y que la comisión suya estaba limitada frente a un tenedor determinado y no frente a un poseedor que no era parte en el proceso, ni en la diligencia”. Expone igualmente que era deber de la funcionaria, al no encontrar “al arrendatario de que versaba el contrato y sobre el cual debía recaer la restitución” remitir las diligencias al comitente “informando sobre la situación, guardando el derecho del tercero”. En consecuencia, solicita que por este medio y como mecanismo transitorio, se le restituyera la posesión y revocara el procedimiento que de la misma lo despojó.
La demanda se admitió el 17 de julio de 2009 por auto en el que además se ordenó la vinculación de las personas a las que se hizo referencia y la práctica de una inspección judicial. 
El Juzgado comitente luego de explicar brevemente el trámite que se surtió en el proceso que dio pábulo a la actuación criticada manifestó que el 2 de julio de 2009 recibió “varios documentos presentados por el señor Miguel Sáenz Rodríguez” que se agregaron al expediente “sin que provocaran trámite alguno teniendo en cuenta que el peticionario carecía de poder para actuar en representación del presunto poseedor del bien; además, no se había allegado a la actuación el despacho comisorio librado a la Inspección Municipal de Policía para la entrega de aquel y se recordó al memorialista que la oposición a la diligencia de entrega debía plantearse y tramitarse de conformidad con el artículo 338 del código procesal civil”, por tanto, considera improcedente el amparo constitucional.

La Inspectora 18 Municipal se pronunció para desestimar los hechos de la demanda y en lo que importa para este caso afirmó que el señor Maya Cruz estuvo presente en la diligencia de entrega en la que “no efectuó oposición alguna… no fundamentó su oposición, no peticiono (sic) ni presentó medio probatorio alguno a practicar en la diligencia” y que ahora pretende que por este medio se le reconozca de manera tardía una oposición.
La Directora de la Cámara de Comercio de Pereira, luego de manifestar no constarle la mayoría de los hechos y que algunos eran simples comentarios de la parte que demanda, aclaró que ante la entidad se presentó una solicitud de conciliación que no se realizó porque Wilmar Velásquez Gómez no se presentó a la audiencia “ni se excusó dentro del término que establece la ley 640 de 2001”; que el demandante desconoce la diferencia entre un acta de conciliación y una constancia y sus diferentes efectos jurídicos toda vez que la actuación que lo perjudica se dio como consecuencia de un proceso de restitución de inmueble arrendado
, por lo que pidió no tener “en cuenta esta tutela par vincular al CENTRO DE CONCILIACIÓN, por lo (sic) motivos expuestos en el cuerpo de este escrito” y sugirió al accionante y apoderado remitirse “a la ley 640 de 2001 y las respectivas sentencias acerca de los contratos de arrendamiento, de actas y constancias, para no caer en errores que causan molestias que alteran el buen funcionamiento de las instituciones”.

Mediante sentencia de la fecha referida el Juez a-quo decidió negar el amparo constitucional pedido y para resolverlo de esa manera consideró que “todos los actos procesales que se realizaron al interior del proceso, se agotaron conforme a las disposiciones legales que regulan la estructura de esta clase de procesos de única instancia” por lo que los comentarios contenidos en el escrito de tutela no tienen fundamento, y que la sola insatisfacción de un accionante por la interpretación de las normas vigentes y la valoración probatoria “no constituye por si sóla (sic) una vía de hecho”. 

En la impugnación presentada por el interesado se dice que la Inspectora alinderó el inmueble en su despacho con desconocimiento del artículo 338 del Código de Procedimiento Civil por lo que no calló en cuenta que el inmueble “donde se practicó la diligencia, no era el inmueble sobre el cual se debía practicar la diligencia de entrega”. Continúa el recurso argumentándose que como no podía existir contrato de arrendamiento entre los suscribientes por motivo de la posesión del accionante, la diligencia era “imposible de practicar al no encontrarse allí un tenedor como sería el caso del arrendatario, si no un poseedor, con lo cual el objeto de la diligencia las partes y todo el contenido de la misma no correspondía a la realidad fáctica, para que el Despacho instructor tomara las medidas correspondientes, respetando los derechos del suscrito, cumpliendo de paso con un deber de denunciar un ilícito denominado fraude procesal” y que la acción de tutela se invocó como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable como consecuencia del fraude procesal que ha puesto de presente. 
CONSIDERACIONES

De conformidad con el artículo 86 de la Constitución Nacional, “toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. (...)  Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La anterior anotación es importante porque de igual manera se encuentra definido que el juez de tutela está llamado a amparar derechos constitucionales fundamentales, violados o amenazados, pero no para involucrarse en los procesos de que conocen los jueces ordinarios o extremar su poder hasta resolver cuestiones legales que deben definirse en su curso normal.  Es decir, la tutela no revive términos o recursos ni puede aparecer como una instancia más porque de ser así todas las actuaciones judiciales acabarían por ser definidas por los jueces constitucionales.  Al respecto la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha mantenido desde tiempo atrás la siguiente posición:

“De manera reiterada, la Corte ha sostenido que la acción de tutela es improcedente cuando, con ella, se pretenden sustituir mecanismos ordinarios de defensa...  La integridad de la función estatal de administrar justicia resultaría gravemente comprometida si se permitiera que un mecanismo especial y extraordinario como la acción de tutela, dirigido exclusivamente a la protección de los derechos fundamentales, pudiera suplir los instrumentos y recursos ordinarios que el ordenamiento pone a disposición de aquellas personas que persiguen la definición de alguna situación jurídica mediante un proceso judicial”

A la luz de los planteamientos precedentes, el asunto que ha dado  lugar a la acción de tutela que ocupa ahora la atención de la Sala, no denota irregularidad alguna, defecto y omisión que pudiere dar al traste con la actuación reprochada, como se verá:

En el proceso ejecutivo que originó la actuación que ahora se pide dejar sin efectos, se dictó mandamiento de pago el trece de diciembre de dos mil siete por “la suma de VEINTE MILLONES DE PESOS ($20.000.000) como capital” y por “los intereses de mora a la tasa de interés vigente para cada periodo causado desde el 2 de mayo de 2007 hasta el pago de la obligación, conforme lo establece la Superintendencia Financiera”; posteriormente, la sociedad demandada se opuso a las pretensiones del libelo y opuso tres excepciones: falta de legitimación por activa, inexistencia del contrato de promesa de compraventa celebrado entre Jorge Hernando Garcia Castro y la Sociedad Arquitectos Constructores de Pereira S.A. y la de contrato no cumplido por parte del demandante, de las cuales la primera instancia declaró probada la primera mediante decisión que fue revocada por el Juzgado Primero Civil del Circuito que dispuso que debía continuarse con la ejecución en los términos del mandamiento de pago. Como puede verse el Juez Civil del Circuito demandado, en el auto que ahora se pretende dejar sin efectos, lo único que hizo fue adecuar la actuación a los precisos términos que fueron estableciéndose desde el inicio del proceso, mediante las providencias respectivas. Porque, la discusión que ahora se pretende comenzar, se hace de una manera extemporánea pues como bien puede verse contra el mandamiento ejecutivo no se interpuso el recurso de reposición para variar sus términos, y aún así, en el escrito de excepciones esa circunstancia tampoco fue alegada. Entonces, menos aún puede reprocharse al Juzgado accionado el hecho de que hubiera dispuesto la liquidación del crédito junto con los intereses, pues a decir verdad esa había sido la orden adoptada mediante la sentencia que en segunda instancia decidió el trámite del proceso ejecutivo, todo lo contrario, el auto de la Juez Quinto Civil Municipal que en determinados términos favoreció a la sociedad ejecutada lo que hizo fue sorprender a la parte accionante con un argumento que por nuevo, no hubo de ser siquiera debatido en el proceso, además que desconoció la sentencia de un superior que dispuso seguir con la ejecución en los términos del mandamiento de pago que ella había proferido.  

Asimismo, estima la Sala como argumento adicional para la denegación de la solicitud de amparo que existió además una tardanza injustificada en la interposición de la misma puesto que la orden que la parte actora estima perjudicial devino no de la liquidción del crédito que en segunda instancia fue aprobada, sino de la sentencia de segunda instancia dictada por el Juzgado Primero Civil del Circuito el 25 de febrero de 2009, que anunció según lo expuesto en el cuerpo de su decisión que “se revocará la sentencia apelado y se declararán improcedentes las excepciones estudiadas en esta instancia, para en su lugar disponer que el proceso continúe en la forma indicada en la orden de pago, la liquidación del crédito y la entrega de los dineros existentes en el expediente a favor del demandante”, sin que pueda ni mucho menos venir a interpretarse que en tal orden se llevó al traste con los intereses ordenados pagar en la orden de pago, pues aunque en el ordinal segundo de la parte resolutiva se ordenó “seguir adelante la ejecución por el capital contenido en la orden de pago dictada por la primera instancia”, la acepción capital no puede interpretarse de una manera en la que como por arte de magia y sin argumento que lo sustente se hubiera revocado el aspecto de los intereses sino que debió entenderse que la misma abarcaba la suma principal con sus intereses. 
Por lo anteriormente expuesto, debe concluirse en la confirmación de la sentencia dictada en este asunto por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito.
DECISIÓN

A mérito de lo expuesto, esta Sala Civil y de Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de la ciudad el 31 de julio del año en curso en esta acción de tutela que promovió Héctor Fabio Maya Cruz.

Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del decreto 2591 de 1991, y en firme la misma remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.




Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos 
 

         Gonzalo Flórez Moreno 
� Esa aclaración la hace la señora Directora de la Cámara de Comercio porque el demandante manifiesta en su escrito de tutela que en dicha entidad hace carrera el hecho de que para despojar a los poseedores del bien, se concilia la entrega de un inmueble con base en un contrato falso. Cfr., f.4, c.1.


� Sentencia T-083 de 1998, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz
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